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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Chiesa Bordahandy. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ernesto Agazzi, Ricardo Falero, Gustavo Guarino, Guido Machado, 
Francisco Ortiz y Leonel Heber Sellanes. 


INVITADOS: Señor Humberto Pica e ingenieros agrónomos Álvaro Falcone y Roberto Cal, Directores del 
Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE (Chiesa Bordahandy).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Humberto Pica y a los ingenieros agrónomos Álvaro Falcone 
y Roberto Cal, Directores del Instituto Nacional de Colonización. 


En la sesión anterior recibimos al Presidente del Instituto Nacional de Colonización y a algunos funcionarios 
quienes nos informaron acerca de la desafectación de fracciones de Colonia Victoriano Suárez. Creímos 
importante recibir al resto del Directorio para que nos diera su visión al respecto. 


SEÑOR PICA.- Agradezco esta invitación porque me permitirá dar mi visión personal sobre las 
desafectaciones. 


Leyendo la versión taquigráfica donde figuran las declaraciones del Presidente del organismo, encontré algún 
olvido, supongo involuntario. Personalmente, desde 2002 -año en que empezaron a plantear las 
desafectaciones en esta colonia- he votado en solitario absolutamente todas las desafectaciones por la 
tipología de las fracciones, su dimensión, situación geográfica y por el concepto personal que yo manejo de 
las desafectaciones. Quiere decir que cuando el señor Presidente dice que el organismo ha rechazado las 
desafectaciones comete un gran error porque se me ocurre que debió haber dicho que el organismo rechazó 
las desafectaciones por mayoría. 


Entonces, es inevitable hacer un poco de historia. El 13 de agosto de 2002 dos personas solicitan la 
desafectación de su predio; yo voté en solitario dicha desafectación y lo hice por una postura filosófica, en el 
buen sentido, porque se me ocurre que en un momento en el que Uruguay tiene récord de desempleo, es 


fundamental una inversión en un predio de 25 o 30 hectáreas, situado cerca del mar, en un lugar donde 
personalmente creo que importa la explotación intensiva, en la medida en que la explotación pueda generar 
puestos de trabajo y circulación de bienes y servicios. Reitero lo que manifesté el 13 de agosto: se trata de un 
emprendimiento turístico, ubicado en una zona ideal, que permitirá el desarrollo de futuras actividades y la 
generación y el aumento de mano de obra. Vengo de un departamento agropecuario donde, a veces, en un 
establecimiento de 3.000 hectáreas se le da trabajo a un solo peón. Por tanto, me parece realmente importante 
potenciar este tipo de emprendimiento, esta colonia al lado del mar -como me gusta decir- ya que considero 
muy importante desarrollar allí la inversión. Por eso, desde el año 2002 vengo reiterando la desafectación de 
esta tipología de colonia. 


Luego, el 27 de agosto de 2002 se vuelve a solicitar una desafectación, y en esa oportunidad también voté en 
solitario, ya que la votación salió uno en cinco. En dicha ocasión expuse los argumentos por los cuales votaba 
en forma afirmativa, que son los mismos que estoy haciendo conocer en el día de hoy a los señores 
Diputados. 


Posteriormente, vuelvo a votar a favor de la desafectación en una reconsideración que se solicita en setiembre 
de 2003. En esa ocasión me acompañó quien en ese momento también era Director, el señor Carlos Camy 
quien, a su vez, fue el que planteó la reconsideración. Por tanto, en esa oportunidad la votación fue dos en 
cinco. 


También en setiembre de 2003 vuelvo a votar de esa manera la solicitud de desafectación de la chacra de 
Tomeu Gelabert con el mismo criterio en cuanto a esta tipología de inmueble, que puede ser compartido o no. 


También quisiera referirme a una situación especial que se da en una colonia de Soriano que pertenece a una 
señora. Esta chacra, prácticamente está dentro de la arena y pide la desafectación. Por tanto, con el mismo 
criterio que utilicé para considerar la tipología de Victoriano Suárez, ubicado cerca de Piriápolis, voté la 
desafectación de la chacra de la señora Virginia Banchero. En esta ocasión también me acompañó el señor 
Camy. 


Posteriormente, cuando el señor Martínez -quien hoy no está presente debido a que fue intervenido 
quirúrgicamente- pide la reconsideración, quien habla, siendo fiel a la filosofía que he venido manejando para 
este tipo de fracciones, vuelve a votar por sexta vez la desafectación. 


En este sentido, también tengo que hacer una aclaración. Quisiera decir que no he mantenido ningún diálogo 
con el señor Presidente luego de que concurrió a esta Comisión, pero me gustaría manifestar que él expresó 
que un grupo de personas solicitó esta desafectación a los Directores. También quisiera decir algo que puede 
parecer cómico, pero las personas que hablaron con los Directores, hablaron con los cuatro menos conmigo; 
cuando voté y reiteré el voto de estos emprendimientos, en ningún momento supe quiénes eran los titulares, 
sus apellidos, o quiénes habían hablado con los Directores para que votaran en ese sentido. O sea que 
conmigo se da un caso curioso: voté en solitario en tres oportunidades y en otras tres ocasiones fui 
acompañado por el compañero Camy. Eso ocurrió en las primeras desafectaciones, sin embargo, con el único 
Director que esas personas no hablaron -reitero que yo no sabía quiénes eran- fue conmigo. Y miren cómo se 
dieron las circunstancias: el único Director con el que no hablaron votó en el sentido que estas personas 
pretendían. A mí esto me reconforta porque luego de una de las votaciones me llamó por teléfono una señora 
para decirme que estaba totalmente de acuerdo con mi postura. Cuando le pregunté quién era, me dijo que era 
Fulana de Tal y que era una de las titulares de ese emprendimiento. Luego de eso le dije: "Mucho gusto, 
señora, pero tengo que decirle que yo no voté apuntando a usted ni a las demás personas porque no sé 
quiénes son; simplemente voté de esta manera por una razón filosófica: porque entiendo que este 
emprendimiento no debe soportar una especie de ancla, que es un plus que le ponemos al derecho de 
propiedad que le ponemos, indudablemente, a esta tipología de colonia". Por supuesto que no voy a 
desafectar una superficie de 1.000 hectáreas, de 500 hectáreas ni de 300 hectáreas, pero buscar una 
especulación inmobiliaria con estas chacras que no las quiero ni con carqueja ni con chirca, a las que, 
además, se les han hecho inversiones por un valor veinte y treinta veces superior al original, honestamente 
me parece exagerado. 


En ese contexto, estoy convencido de que la Colonia Victoriano Suárez tiene una tipología especial que 
amerita que la desafectación pueda funcionar. Entonces, en cuanto a la desafectación como contenido jurídico 
global, diría que habría que buscar la forma -mediante el legislador- de flexibilizarla a los efectos de que no 
sea un ancla en determinadas situaciones. Creo que puede ser muy positiva la generación de empleo, de 


bienes y de servicios.. Con ese propósito la voté siempre y la voy a seguir votando porque, honestamente, yo 
soy administrador de un bien del dominio comercial e industrial del Estado y lo hago con responsabilidad, 
pero no estoy sentado ni para cobrar un sueldo ni para levantar la mano cuando me lo dicen: estoy sentado 
para pensar. Yo estoy representando un 20% en un organismo que a mí me obliga no solo a levantar la manito 
y a cobrar un sueldo todos los meses, y esta es mi forma de pensar, de la cual no me arrepiento. 


Por último, agrego lo siguiente. Ayer circuló una resolución del Poder Ejecutivo que no nos llegó 
oficialmente, pero la tenemos. Le llegó al gremio, y un amigo me la acercó. Esa resolución dice que inciden 
razones de conveniencia o legalidad. Las razones de conveniencia o inconveniencia las admito y podemos 
discutirlas con el Poder Ejecutivo o con quien sea, pero en cuanto a la legalidad, en lo que me es personal soy 
absolutamente irreversible: acá no hay ninguna ilegalidad. No hemos salido del marco legal y, en lo personal, 
he votado con mi conciencia y les relaté las seis oportunidades en que voté esa desafectación en esa colonia 
al lado del mar, como me gusta decirle, que tiene oportunidades de generar trabajo, empleo e inversión. 
Desde el primer momento, he votado la desafectación de esa colonia con esta filosofía que sostengo frente a 
ustedes, frente al Poder Ejecutivo o en el ámbito que sea. Por tanto, descarto y rechazo que se invoquen 
razones de legalidad. 


En esa misma colonia acabamos de adjudicar hace unos meses a un grupo de muchachos -veterinarios, 
ingenieros y gente que quiere invertir- que están criando langosta. Uno de ellos inclusive es dueño de un 
pequeño restorán en Piriápolis. Están poniendo dinero y tratando de inventar formas de producción, algo a mi 
juicio impecable. Quisiera yo tener en Cerro Largo gente que se junte para invertir con esa mentalidad, 
buscando producir y generar trabajo, bienes y servicios. Indudablemente, ese es el discurso de todos los 
uruguayos. ¿Qué uruguayo hoy no tiene el discurso del desempleo, de generar bienes, servicios, etcétera? 
Todos, más allá de la camiseta que tengamos. 


Mi participación en este tema es tal como lo he relatado. No tiene ambigijedades y no voy a cambiar mi 
postura personal y filosófica. Lo he hecho cumpliendo con lo que a mi juicio es el mandato y la norma de 
integrar un organismo en el cual tengo que tomar mis decisiones, según mi forma de ver las cosas. 


SEÑOR CAL.- Les agradezco la invitación y la oportunidad de dar nuestro punto de vista sobre este tema. 
Queremos precisar algunas informaciones que ustedes han recibido y brindarles otras que, lamentablemente, 
no han recibido. 


Ustedes conocen los artículos específicos de la ley que refieren a las desafectaciones: los artículos 70 y 73. 
De acuerdo con los antecedentes que hemos considerado, podemos decir que, cada vez que se solicita la 
desafectación de una parcela, en el Instituto ha sido tradición hacer un análisis a través del artículo 73. Tal 
vez sea una deformación, pero es lo que la práctica ha demostrado; son pocas las veces que se tiene en 
consideración el último párrafo del artículo 70. 


Las desafectaciones no son nuevas para el Instituto. Yo voy a mencionar algunas, hechas en distintos 
períodos. El 24 de mayo de 1989, en el inmueble 497, se desafectan las fracciones 9 y 10, que sumaban un 
total de 505 hectáreas, con cuatro votos, expediente 45.282, El 5 de junio de 1991, en la Colonia Alberto 
Gallinal, se desafecta la fracción 56, de 59 hectáreas, expediente 47.327. El 25 de octubre de 1991, en la 
Colonia Antonio María Fernández, se desafecta la fracción 19 B, de 1 hectárea 8.444 metros cuadrados. Les 
pido que por favor presten atención a esto: el 5 de enero de 1994, en la Colonia Victoriano Suárez -conocida 
por ustedes-, se desafecta el lote N* 2 de la fracción 7, propiedad de la UTU, de 149 hectáreas 6.310 metros 
cuadrados. El 23 de abril de 1997, en la Colonia Eduardo Acevedo, se desafecta la fracción 26, de 555 
hectáreas, expediente 50.731. Les pido que presten atención a lo siguiente porque lo voy a utilizar como 
ejemplo en varias oportunidades: el 25 de setiembre de 2001-ya había comenzado el actual Directorio, cuya 
integración se modificó el 30 de diciembre del año pasado-, en la Colonia Galland, en San José, se desafecta 
la fracción 48 B, de 92 hectáreas 4.754 metros cuadrados, y la votación es de cuatro votos en cuatro. Acá se 
ha expresado que este Directorio no ha realizado desafectaciones. Esa desafectación fue votada por el 
Presidente, Numa Faltveni, el Vicepresidente, Carlos Camy, y los integrantes del Directorio de ese entonces, 
los señores Roberto Urrestarazú y Abel Martínez. El compañero Humberto Pica estuvo ausente en esa sesión 
por razones de salud. 


Pero vamos más cerca en el tiempo. El 9 de marzo de 2004, se desafecta la Colonia Pintos Viana, fracción 
N* 15, 47 hectáreas. Esto fue realizado quince días antes de las desafectaciones en Colonia Victoriano Suárez. 


Ninguna de estas desafectaciones generaron conmoción como las que motivan nuestra visita. El 9 de marzo 
de este año -el mismo día-, en relación al inmueble 532, fracción A... 


SEÑOR SELLANES.- Perdón, pero en el caso de estas desafectaciones había un informe contrario de los 
servicios jurídicos y agronómicos. La pregunta es si en esas desafectaciones que acaba de enumerar, los 
servicios habían opinado favorable o contrariamente a lo que luego resolvió el Directorio, que obviamente 
tiene discrecionalidad en esa materia. ¿Es la misma situación? 


SEÑOR CAL.- Luego me voy a referir específicamente a las de la Colonia Victoriano Suárez, pero adelanto 
que no tenían ningún informe jurídico, como se dijo en esta sala. 


Las que he mencionado no tienen informe jurídico ninguno; solamente en el expediente 47.327 del año 1991, 
que refiere a la desafectación en la Colonia Dr. Alberto Gallinal, hay un breve informe del doctor López Roca 
que hace exclusivamente mención al quórum necesario para la desafectación. 


Con referencia a los informes técnicos, debo decir que en varias de ellas hay informes técnicos negativos y 
luego el Directorio decidió en cada oportunidad la desafectación. 


Voy a hacer referencia específica a los informes en el caso de la Colonia Victoriano Suárez. 


Hay una desafectación en particular que como fue hecha en este período voy a utilizarla como ejemplo. Me 
refiero a la que se realizó en la Colonia Claude Galland, que queda en el departamento de San José, a pocos 
kilómetros de Montevideo. Esta es la fracción N* 48 B, de 92 hectáreas. 


El Instituto en su momento desafectó y vendió en licitación pública -hecho común en el Instituto- una 
fracción en la misma colonia. El propietario de la fracción contigua solicita al Instituto que se le dé un 
tratamiento análogo en virtud de que si el Instituto de por sí y ante sí había desafectado y vendido en 
licitación pública, por qué no habría de permitirle a él desafectar la fracción. Presenta la solicitud, que en un 
primer momento es rechazada por un informe técnico del colega Rubens Garrido, que fue mencionado en la 
sesión anterior. Aclaro que voy a dejar las copias a la Secretaría de la Comisión. 


En ese informe se hace un pormenorizado análisis de acuerdo a los criterios que se manejan en el artículo 73 
de la ley. Plantea si los colonos han cancelado sus obligaciones o no -a lo que dice que no- y si el valor de las 
mejoras o el suelo imposibilita prácticamente la concentración del capital. Allí se dice que de acuerdo al 
precio por hectárea, tampoco justifica la desafectación. 


Luego hace referencia al tercer párrafo, relativo a si la densidad de población, o el crecimiento urbano o 
industrial señalan la conveniencia económica de desafectar. Dice que eso no corresponde. 


Este análisis detallado que se hace de la solicitud no se repite en el caso de los informes de la Colonia 
Victoriano Suárez. El Directorio en su momento resuelve no hacer lugar a esta desafectación, pero el 
interesado solicita la reconsideración de la misma en virtud de tratamiento análogo, invocando el artículo 70 
de la ley, sobre lo que había ocurrido en la fracción contigua a la de él. Ahí pasa a los Servicios Técnicos, 
donde se dice que tiene razón, y que se debe aplicar el mismo criterio. El Directorio resuelve por cuatro votos 
en cuatro acceder a esta solicitud. 


¿En función de qué? Vamos a leer la resolución: "Por lo expuesto y al margen de otro tipo de consideraciones 
se entiende que cabría que el organismo aplicara en este caso un criterio análogo al utilizado en la fracción 
contigua, N* 48 B 2, la cual fue vendida en licitación pública y desafectada de la Ley 11.029". 


Esa es la fundamentación de la resolución del año 2001 del Directorio para desafectar la fracción a la que 
hacíamos referencia. 


Quiero hacer un breve resumen de las características de la Colonia Victoriano Suárez. Esta Colonia está 
dividida en dos inmuebles: el 399 y el 499. La superficie original era de 1.391 hectáreas y hoy tiene 1.181. 
Las que faltan se deben a las desafectaciones de distintas fracciones que ha realizado el Instituto en esa 
Colonia. Los inmuebles fueron escriturados en el año 1946 y 1947. Hoy día el 77% de la superficie de la 
Colonia es propiedad de los colonos. De 37 colonos, 27 son propietarios y 10 arrendatarios. Las fracciones 
arrendadas son las más sensibles para el Instituto, porque el propietario es este y no como en otras donde los 


propietarios son los colonos. Este es un informe que nosotros solicitamos sobre las fracciones arrendadas y 
que fuera elaborado por la Regional de Lavalleja en febrero de este año. 


La fracción N? 9 sirve de residencia. Quienes viven allí trabajan fuera de la fracción en otras actividades no 
agropecuarias. 


La fracción N* 10 P es de escasa o nula productividad y opera como residencia. 
La fracción N* 12 es un proyecto productivo no ejecutado 


La fracción N* 14: reside, no explota y trabaja en la construcción. 


La fracción N* 21 tiene buena parte en posiciones topográficas altas, con pedregosidad, material gravilloso y 
pendientes. Además, tiene actividad ganadera. 


En la fracción N* 25 residen y desarrollan tareas no relacionadas con el agro. 
La fracción N* 26 tiene posición topográfica alta, siendo explotada como pastoreo. 


Algunas de las características agronómicas de la Colonia son: el 43.7% del área son sierras y colinas, y el 
56.3% son lomadas. 


En cuanto a la capacidad de uso de los suelos en esta Colonia, encontramos cuatro clases. 
La clase 3 tiene limitaciones para ser cultivada y requiere prácticas de manejo conservacionistas intensivas. 


La clase 4 tiene limitaciones severas que restringen el uso. Puede ser utilizada para la reinserción de cultivos 
mediante cuidadosas prácticas de manejo. 


La clase 6 tiene suelos con severas limitaciones que impiden el uso agrícola. 
La clase 7 tiene suelos con limitaciones muy severas. 


Esto lo hemos sacado de un trabajo realizado por colegas de la Facultad de Agronomía. Concretamente, es un 
trabajo de un curso de posgrado que está a disposición de los señores legisladores, y que fuera realizado en 
octubre de 1999. Allí se señala que la estructura de la Colonia se originó a partir de la última subdivisión 
realizada en 1968. Esta motivó un cambio productivo y se sustituyeron cultivos agrícolas -como trigo, cebada 
y maíz- por la producción hortícola, acentuándose el cultivo de la remolacha azucarera como principal rubro. 


En el año 1975 se abandonó el rubro de la remolacha azucarera por el cierre de RAUSA. Hacia 1980 había 
un conjunto de productores que se dedicaban a la producción granjera. Se conformó el CADE -Colonos 
Agrupados del Este- para la comercialización. En 1990 hay serios problemas de comercialización y ese grupo 
tiende a desaparecer. 


Vamos a ver cada una de las solicitudes de desafectación para poder responder a la pregunta del señor 
Diputado Sellanes. 


El 15 de agosto de 1997 la señora Inés Pereda y el señor José Vilariño, propietarios de la fracción N* 24 del 
inmueble 409, solicitaron la desafectación. Entre los argumentos esgrimidos mencionaron que pretendían un 
tratamiento análogo al que recibieron otras fracciones desafectadas por el Instituto, como la de UTU y otras 
dos a las que luego haremos referencia, para ser vendidas en licitación pública. No hay un solo informe 
jurídico en este expediente, y el informe técnico no analiza -como sí se hizo en el caso de Colonia Claude 
Galland- si se da alguna de las condicionantes establecidas por la ley para que el Instituto pueda acceder a la 
desafectación. Finalmente, se responde que no. 


El 17 de mayo de 2002 Ana Casas Pazos y Ana y Andrea Romano Casas, propietarias, solicitan la 
desafectación de dos de las fracciones de su propiedad: la N* 4 y la N* 27. En todo el expediente no hay un 
solo informe jurídico. Tampoco hay un informe agronómico; lo único que hay son opiniones del ingeniero 
Garrido sobre las personas que solicitan la desafectación. Reitero que no hay un solo informe agronómico. En 
ninguno de estos expedientes se hace referencia a si la mayoría de los propietarios son colonos, al valor del 


suelo, al valor de las mejoras ni a si es posible desarrollar algún otro tipo de actividad. Lo que sí hay es 
descalificación a los solicitantes de las desafectaciones, lo que motivó -como lo dijo el señor Presidente en 
esta misma Sala- que se hiciera un llamado de atención al ingeniero Garrido. 


El 22 de julio de 2002, nuevamente el señor José Vilariño y la señora Inés Pereda, en este caso, con Stephanie 
Shellman y Andrés Etcheverry solicitan la desafectación de cada una de las fracciones de su propiedad. 
Vuelven a invocar las razones de equidad. Otra vez aparece un informe del ingeniero Garrido con las 
características ya señaladas. No hay ningún informe jurídico, y el Directorio dice que no. Se presenta un 
recurso de revocación y aparece la única intervención del tan mencionado -no tengo el gusto de conocerlo- 
doctor López Roca. Lamentablemente, no se ha dicho a los señores miembros de la Comisión que el informe 
del doctor López Roca no abarca para nada la desafectación. El doctor López Roca solo hace un análisis 
jurídico del recurso presentado. En las fojas 28 y 29 el doctor López Roca hace un análisis formal del recurso 
interpuesto, la instrucción del recurso de revocación, los pasos que debe seguir e, inteligentemente, solicita 
información sobre la tasación de las fracciones, sobre las mejoras incorporadas y sobre la determinación de la 
asistencia de actividad productiva y agrícola en ambas fracciones. Esta es la única intervención del doctor 
López Roca. Reitero que no hace ningún juicio jurídico sobre si corresponde o no la desafectación, como 
erróneamente se ha dicho en esta Sala. 


Posteriormente, la doctora Varela hace un informe, tomando parte de la información y no su totalidad. En el 
devenir de este expediente, el Regional hace un detallado informe sobre la situación de cada una de estas 
fracciones. Destaco algún párrafo referido a la fracción N* 23 en el que se señala: "Se trata de un predio que 
se encuentra muy prolijamente cuidado, no denotándose signos de subpastoreo y habiéndosele realizado una 
importante asignación de recursos". 


Luego se detallan todas las mejoras incorporadas al predio. Con relación a la fracción N* 24, además del 
detalle de las mejoras incorporadas, el informe dice: "Se trata de un campo que tiene dos explotaciones 
encaminadas (ganadería y cultivos no tradicionales, con vista al mercado de Punta del Este), y otra, la de 
cultivos protegidos, que es la que se piensa llevar adelante [...], también con intenciones de ver algún 
producto con destino al balneario puntaesteño. La asignación de recursos al predio es de importancia, con un 
vuelco mayor hacia el área 'netamente productiva' que la que quizás pueda mostrar la fracción N* 23". 


En determinado momento vuelve a intervenir el doctor López Roca y pide que se realice la tasación actual de 
las fracciones Nos. 23 y 24 y que se ratifique el valor de las mejoras. Esto pasa al Departamento de Avalúos... 


SEÑOR SELLANES.- Lo que firma la doctora Rosario Varela, ¿es o no un informe jurídico? 
SEÑOR CAL.- Ya llego a eso, señor Diputado. 


SEÑOR SELLANES.- Hago esta pregunta porque el señor Cal dijo que la doctora Varela tomó parte de la 
información y está argumentando de acuerdo con lo que informó el Regional. Pero el informe del Regional 
debe haber sido realizado por un agrónomo, es decir que el informe debe ser agronómico. Lo que tengo en mi 
poder es un informe jurídico de la doctora Varela. Yo dije que había un informe jurídico, pero usted señaló 
que no había ningún informe jurídico en el expediente. Sin embargo, esto es un informe jurídico; por lo 
menos, está firmado por una abogada y se hace mención a la ley y al doctor López Roca. 


SEÑOR CAL.- Si me permite unos instantes, enseguida contesto a su inquietud, señor Diputado Sellanes. 


El Departamento de Avalúos tasa la fracción N* 23 en US$ 4.500 la hectárea y la fracción N* 24 en 
US$ 5.200 la hectárea. Esto sucedió el 20 de febrero del año 2003. 


Y llego a lo que plantea el señor Diputado Sellanes, es decir, a la respuesta que da la doctora Varela con 
respecto al recurso de revocación. Tengo que decirle que sí, que esto es un informe jurídico porque está 
firmado por un abogado y que, reitero, está referido al recurso de revocación. Recuerde que he mencionado 
todos los expedientes en los que no hubo ningún informe jurídico. Repito que no hay ningún informe jurídico 
del doctor López Roca sobre la desafectación. El informe de la doctora Varela para nada hace referencia al 
valor de la tierra, a las mejoras, al porcentaje de colonos propietarios, ni al último párrafo del artículo 70. El 
Directorio decide no acceder a la solicitud de desafectación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué fecha tiene el informe de la doctora Varela? 


SEÑOR CAL.- Es del 18 de marzo de 2003. 


Por último, el 16 de diciembre de 2002 el ingeniero Tomeu Gelabert solicita la desafectación por las mismas 
razones que en los casos anteriores y, además, aduciendo que padece un serio quebranto de salud. Se le 
responde que no, a pesar de que en los informes técnicos se considera que se podría desafectar por razones de 
salud y no por razones legales. 


Nosotros, que fuimos quienes presentamos la solicitud de reconsideración de estas resoluciones, en enero de 
este año recibimos la visita de los interesados; nos plantearon su inquietud y nos preguntaron si era posible 
que estas resoluciones fueran reconsideradas, lo que estudiamos y conversamos con cada uno de los 
Directores. No hubo ninguna sorpresa; todos estaban informados de que íbamos a plantear la reconsideración 
y todos los argumentos por los que lo hacíamos. Estas solicitudes de desafectación no reúnen una causal, sino 
las cuatro, tanto si consideramos el artículo 73 como el 70. Si nos remitimos al artículo 70, hay razones de 
equidad. El Instituto desafectó dos fracciones de su propiedad para venderlas en licitación pública; una de 
ellas hoy se ha convertido en una chacra marítima. A su vez, desafectó la fracción que mencioné 
anteriormente, que era propiedad de UTU, para que se vendiera en remate público. Esto se da por analogía, 
porque se dan las mismas razones que el Directorio sustentó en el año 2001 para desafectar la fracción en la 
Colonia Claude Galland. 


Según lo que leímos en la versión taquigráfica de la última sesión, se ha manejado la posibilidad de que se 
trate de una desafectación parcial y no de una desafectación individual; por lo tanto, estaría contemplada por 
el artículo 73 de la Ley. Entendemos que estas desafectaciones son individuales, no parciales, en virtud de 
que cada una de ellas fue tramitada en distintos momentos, en distintos períodos y en forma individual por 
cada propietario. Simplemente hicimos la solicitud de reconsideración en forma conjunta. 


Necesariamente, tengo que finalizar esta primera intervención haciendo algunas reflexiones sobre ciertos 
comentarios que se han formulado tanto en la prensa como en esta Sala. Se ha dicho que la sociedad entregó 
dinero al Instituto para que realizara una labor colonizadora y que ahora el Instituto permite que los colonos 
hagan buenos negocios. Quiero aclarar que estas fracciones son propiedad de quienes solicitaron la 
desafectación, en algunos casos luego de más de una venta; por lo tanto, los dineros que ahí se volcaron, 
retornaron al Instituto y hace ya bastante tiempo. 


También se ha señalado que si se desafectara todo, no existiría el Instituto. Creo que no tenemos que pensar 
en que todo se desafecte; simplemente, debemos tener en cuenta que el Instituto existe para la colonización y 
no la colonización para el Instituto. Si mañana todas las fracciones están vendidas -ya no hablo de 
desafectadas- no tendría sentido la existencia del Instituto. 


Asimismo, se ha afirmado que el Instituto no percibe nada por desafectar. No hay ninguna norma que indique 
que el Instituto tenga que percibir algo por realizar alguna desafectación o que luego de que esa fracción 
desafectada se venda le corresponda algo; tampoco conocemos que haya existido alguna inquietud sobre este 
tema. 


Dejo mi intervención por aquí. Quedo a disposición de los señores miembros de la Comisión. 


SEÑOR FALCONE.- Es un gusto poder intercambiar opiniones y contestar las preguntas que los señores 
Diputados entiendan pertinentes. 


Estamos convencidos de haber actuado en el marco de la ley, en consonancia con lo que ella pauta, en la 
toma de estas decisiones. 


Parte de los temas que había preparado y sobre los que había escrito algo, ya fueron mencionados por mis 
compañeros, de manera que me saltearé algunos puntos. 


Quiero dejar claros algunos puntos con relación a dichos realizados en la pasada sesión de este Comisión, 
cuando compareció el Presidente del Directorio del Instituto. Tal como él lo dijo, los Directores que votaron 
para desafectar fundamentaron su votación. 


Quiero aclarar que no fui contactado por ningún medio, ni conozco personalmente a ninguno de los 
interesados solicitantes de desafectación comprendidos en las resoluciones en cuestión. Digo esto porque se 


ha hecho un comentario suelto en cuanto a que podría haber habido algo de "lobby" con respecto a este tema. 
Personalmente, tengo que decir que en ningún momento intercambié ninguna discusión con alguna de estas 
personas. Mi decisión fue tomada a la luz de la información presentada al Directorio en esa fecha y luego de 
tener claros los antecedentes sobre este asunto. No son las únicas desafectaciones votadas este año, ni las 
únicas votadas por este Directorio, tal como lo aclaró el señor Cal hace unos minutos. 


Surgieron algunas dudas, por ejemplo con respecto a la cantidad de votos requeridos para desafectar un 
predio. Creo que está claramente establecido en la ley -hay informes jurídicos elaborados por los técnicos del 
Instituto- que para desafectar fracciones se requieren cuatro votos y para desafectar colonias se requieren 
cinco votos. Tengo todo el detalle de lo explicitado por el doctor López Roca. Quiero dejar sentado esto. 


Se ha hecho algún comentario que se encuentra con algunas de las pautas planteadas por el doctor López 
Roca en un informe solicitado a la Sala de Abogados en el pasado por un Directorio. En el informe del 7 de 
abril de 1997, firmado por Camaño Iriondo y Marta Abella, se plantea que el legislador no ha regulado de la 
misma forma la hipótesis de la desafectación de la fracción, que solo aparece mencionada expresamente con 
relación al quórum exigido, artículo 146, numeral 1*, literal D), mencionado en el artículo 70. 


Quiere decir, pues, que la desafectación individual de una parcela debe registrarse por el artículo 70 o, mejor 
dicho, según las pautas contenidas en dicha disposición, y estas consisten en que las parcelas deben 
permanecer afectadas mientras cumplan o contribuyan a la realización de los fines de interés colectivo que se 
promueven en esta ley. En caso contrario, pueden ser desafectadas. 


Ha sido norma de los Directorios no manejarse por este comentario, sino por lo que los antecedentes marcan, 
es decir, por lo planteado por el doctor López Roca, que es lo establecido por el artículo 73, que los señores 
Diputados conocen bien y que ya ha sido comentado aquí. 


En discordia con este informe, el doctor López Roca elabora uno particular en el que hace algunos 
comentarios sobre la obtención de mejores precios al desafectar una fracción. En realidad, esto sí se da. Digo 
esto en alusión a un proyecto de un Directorio anterior en el que se planteaba la venta de fracciones con 
desafectación garantizada a futuro. Allí se sostiene que la desafectación no altera el precio, lo que en realidad 
sí sucede. 


En la práctica, nos encontramos -por lo menos, personalmente- con algunas realidades que sería bueno que 
las conocieran aquellos que no han escuchado al respecto, porque está en sus manos lo que en el futuro se 
pueda hacer con respecto a estas situaciones. Nos encontramos, por ejemplo, con predios ocupados por 
propietarios desde hace muchos años, que están afectados, y que no mantienen ninguna relación con el INC, 
salvo la afectación. Hay personas que figuran dentro de los planos del Instituto Nacional de Colonización, en 
el mapa que publicitamos, como zonas pintadas, que son colonias y la única relación que mantienen estos 
propietarios es la afectación con respecto a la ley. También nos encontramos con colonos propietarios que no 
pueden aumentar el área en la Colonia y al querer vender a precios de mercado, desafectados no lo logran y, 
por ende, no logran comprar áreas mayores en otras zonas del país. 


Se nos han planteado problemáticas de crecimiento por parte de muchos productores. Nos encontramos con 
propietarios ya al fin de sus vidas, sin descendencia o con descendencia dedicada a otras actividades que 
desean vender al mejor precio para retirarse, poder comprar una casa en la ciudad y disfrutar de su vejez. Nos 
encontramos con propietarios en situación límite de variado tenor -enfermedad, problemas familiares graves- 
que solicitan desafectar para lograr una solución económica en la venta o en el loteo, como es el caso de 
Tomeu Gelabert, que ustedes conocen. 


Ante el temor planteado por muchos de que fracciones del INC sean motivo de especulación inmobiliaria, me 
pregunto si no sería mejor planificar esto directamente desde el Instituto Nacional de Colonización con el 
apoyo de técnicos especializados en estos temas y de autoridades, y generar que el Instituto tome ese 
producido, si realmente es cierto que hay una ventaja inmobiliaria que directamente se genera por valor. 
Evidentemente, esto permitiría al Instituto generar nuevos ámbitos de desarrollo de colonización. Sin 
embargo, no debemos perder de vista que en este planteo involucramos familias que tienen sus vidas ya 
programadas, que deberán ser reasentadas. 


Planteo algunas interrogantes que nos hacemos a diario a los efectos de que ustedes, que legislan, den 
herramientas a los Directores actuales y a quienes nos sigan, para poder desarrollar esto que fue muy bien 


planificado para determinada época, pero que en este nuevo siglo, tal vez merezca ser enriquecido. 


Lamentablemente, estos son los temas que hoy nos encuentran. Nos habría gustado plantearles algunas líneas 
de trabajo que desde que ingresamos, el 30 de diciembre de 2003, hemos llevado adelante junto a nuestros 
compañeros. Estamos haciendo un esfuerzo por mejorar la gestión y por generar nuevas áreas a través de la 
compra de nuevos terrenos. También hemos desarrollado aspectos que apuntan a la cristalinidad como, por 
ejemplo, fijar pautas claras para la selección de colonos y para los informes que envían los técnicos al 
Directorio. Creemos que se debe actuar en forma democrática, es decir, que cada una de las personas 
inscriptas para pugnar por una fracción sean entrevistadas y que todos los informes lleguen a los Directores; 
esto antes no ocurría. 


El Director Cal les planteó un desafío con respecto a las desafectaciones y a que el Instituto no recibe nada. 
Me refiero a sí ustedes no deberían legislar para que en futuras desafectaciones el Instituto reciba algo que, a 
su vez, sea volcado a planes de desarrollo. 


Considero que la desafectación no debe ser manejada como una mala palabra; está explicitada en la ley y hay 
pautas que se deben cumplir para llegar a ella. Por lo que he aprendido en este tiempo -comparto la opinión 
del doctor Schweizer-, creo que la desafectación es el fin de la vida del hecho colónico. La colonización se da 
por completo y por eso está previsto que luego de muchos años de ser propietario y dadas las condiciones 
para esa zona, el colono logre la desafectación; esta es una opinión que el doctor Schweizer ha vertido en más 
de una oportunidad en nuestro Directorio. 


Reitero: nos arriman problemas en vez de destacar las cosas buenas que sí estamos haciendo. 
Lamentablemente, se han planteado dudas sobre la actuación de los Directores en esas instancias. Como dijo 
el Director Pica, hay una Resolución del Poder Ejecutivo que dentro de unos días se hará oficial en el 
Instituto Nacional de Colonización y que, evidentemente, deberemos acatar. 


SEÑOR AGAZZI.- Agradezco a la delegación por haber comparecido ante esta Comisión, sobre todo, por la 
particular forma en que lo han hecho, ya que por un lado ha concurrido el Presidente del Instituto y por otro 
los Directores. Quizá esto determine que algunos de los temas que ustedes plantearon tengan otra 
envergadura y hagan a una discusión institucional que deberíamos dar de otra manera. 


Quiero aclarar que no convocamos a los Directores para cuestionar al Instituto ni su desempeño; esos serían 
otros temas. Los convocamos para hablar sobre la desafectación de cuatro parcelas de la Colonia Victoriano 
Suárez. 


Al respecto nos han dado varios argumentos. El Director Pica dijo que siempre votó a favor de la 
desafectación de estas parcelas, pero que un hecho se repita -usted estará de acuerdo con nosotros- no le da la 
razón. Está bien que siempre haya votado a favor de la desafectación; tomamos conocimiento de ello. Pero 
esto no quiere decir que tenga razón; quiere decir que usted es coherente, que siempre vota lo mismo. 


Para nosotros estas desafectaciones son ilegales; lo decimos desde un principio y después vamos a explicar 
por qué. 


También se ha mencionado -creo que con razón- un tema que es muy importante: la tipología. Así la 
mencionó el Director Pica; creo que el Director Falcone no utilizó esta palabra pero en los cincuenta o 
sesenta años de vida del Instituto la agricultura ha cambiado tanto que son necesarias acciones 
institucionales. Todos los institutos de reforma agraria del mundo tienen maneras de reestructurar su accionar, 
porque una familia no puede vivir con lo que vivía hace cincuenta años. La agricultura se ha modificado 
sustancialmente porque ha cambiado el conocimiento y la tecnología. 


En virtud de esta situación el Instituto Nacional de Colonización debería tomar decisiones institucionales 
para cambiar y no decidir si acepta o no solicitudes individuales de personas. Yo diferencio mucho las 
acciones institucionales de responder afirmativa o negativamente a acciones individuales. No podemos 
aceptar que las acciones individuales sean las que transformen las instituciones. Las acciones individuales 
están sujetas a los derechos de los ciudadanos, que pueden ser acordes o no con los fines del Instituto. 


Estoy de acuerdo con que en muchas circunstancias se precisa una reestructura de las colonias del Instituto, 
quizá, por muchas de las razones que ustedes mencionaron. El Presidente nos explicó que esto fue discutido 


por ustedes y que en el Instituto se formó una comisión para reestructurar la colonización, que tuvo en cuenta 
algunos criterios institucionales. Tal vez algunos de los Directores que están aquí no integraban el Directorio 
en aquella época; no tengo muy claras las fechas. Eso fue expresado por el Presidente del Instituto; creo que 
no corresponde discutirlo aquí. Sí entiendo que cambiar la tipología es una necesidad. Quisiera saber qué han 
hecho ustedes para cambiar la tipología de las colonias del Instituto; esta es una pregunta institucional, que va 
mucho más allá de responder a lo que pregunta Juan, Pedro o Diego. 


Por otra parte, el Director Cal ha mencionado una cantidad de antecedentes de parcelas desafectadas. Esto 
tampoco es razón para desafectar la próxima. ¡Quién sabe por qué se desafecta la próxima parcela! Habrá 
habido razones para cada una de las desafectadas anteriormente. La figura de la desafectación existe en la 
Ley de Colonización, sin embargo, sostengo que no ampara estas desafectaciones, ya que sus causales no 
están comprendidas en el artículo 73. La ley establece dos figuras. Una de ellas es para casos excepcionales: 
por razones de equidad o por circunstancias imprevistas se autoriza al Instituto a desafectar parcelas con 
cuatro en cinco votos del Directorio. 


En su primera solicitud, los solicitantes aducen una mezcla de razones; supongo que las causales de 
desafectación se han mantenido en el tiempo porque las firman las mismas personas. Ellos hablan del valor 
de las mejoras y de cuánto han invertido. Precisamente, eso figura como motivo de desafectación en el 
artículo 73, y requiere unanimidad del Directorio. En realidad, las razones que ellos dieron cuando solicitaron 
la desafectación de las parcelas figuran en el artículo 73, y requieren la unanimidad del Directorio. No están 
basadas en el artículo 70, que refiere a razones de equidad y a circunstancias imprevistas. En todo caso, las 
circunstancias imprevistas son las inversiones que ellos hicieron. Se supone que cuando hablamos de 
circunstancias imprevistas nos referimos a fenómenos exógenos. Si se trata de las inversiones que hicimos, 
somos responsables de haberlas hecho. 


Consideramos que en toda la documentación hay informes jurídicos bastante sólidos que hacen que esta 
Resolución no tenga asidero en la Ley de Colonización. Como en el conjunto de la documentación hay 
distintas opiniones, uno puede pensar que hoy en el eje Piriápolis-Punta del Este no se puede hacer una 
colonia con predios de 30 hectáreas. Eso lo piensa uno, pero en realidad esto no se puede resolver de acuerdo 
con lo que piensa uno sino con lo que establece la ley. En todo caso, habría que modificar la ley y esa sería 
una responsabilidad que creo los integrantes de la Comisión estaríamos totalmente dispuestos a considerar, 
pero no porque el sentido común indique que estas no pueden ser fracciones de producción. Sin embargo, las 
causales de desafectación que establece la Ley de Colonización son una excepción: la ley es para afectar a la 
colonización. 


Además, creo que las personas involucradas en este caso son los propietarios de las parcelas, pero no sacan 
sus ingresos de la explotación agropecuaria; de lo contrario, no habrían hecho esas inversiones. Alguien que 
hoy tenga 30 hectáreas no puede invertir US$ 100.000; en realidad, estas personas se dedican a otras 
actividades que todos conocemos y el objetivo de sus inversiones no fue aumentar la productividad de la 
tierra ni dar trabajo a la gente produciendo dentro de la colonia, como ellos mismos manifiestan. En efecto, 
estas personas en su solicitud hablan de inversiones turísticas; esto lo dicen ellos y nosotros no se lo 
endilgamos a los integrantes del Directorio del Instituto Nacional de Colonización. 


Quiero dejar sentado que estoy de acuerdo con la posición adoptada por el Presidente de la República, puesto 
que considero que esta desafectación es ilegal, ya que no está comprendida en la ley. En todo caso, nos 
quedan tareas pendientes que son de orden legislativo, por cuanto habría que modificar la ley. En un ente 
autónomo nadie puede tomar decisiones que no estén contempladas en la ley correspondiente. 


SEÑOR FALCONE.- En el corto período que llevamos en el Instituto, ante la situación de productores 
arrendatarios del área de Florida que en el pasado habían planteado proyectos paralelos a su producción 
vinculados al turismo rural y otros reclamos, planteamos -lo habrán advertido en una de los fundamentos que 
hice- que el Instituto debería incorporar el turismo rural como una nueva actividad, ya que da sustento a las 
familias. Hemos visto esto en la zona de San Pedro, en Colonia, donde un grupo de productores CREA 
comenzó a explotar los fines de semana, como otra actividad, lugares de reunión para gente que venía de las 
ciudades. 


SEÑOR AGAZZI.- Los ejemplos que plantea el ingeniero agrónomo Falcone corresponden a productores 
colonos que agregan a su actividad otra que mejora el ingreso del predio. Creo que se trata de casos distintos 
a los que estamos considerando. 


SEÑOR FALCONE.- Desde el Directorio solicité que se incluyera este tema porque si llega un proyecto 
turístico, al no estar claramente especificado en la ley, no camina. Solicité que este tema fuera, por lo menos, 
tomado en consideración y que se llamara a técnicos del Ministerio de Turismo para asesorarnos y darnos 
pautas para el futuro sobre estas cuestiones. 


También planteé como desafío definir políticas a seguir en el futuro con algunas zonas donde están insertadas 
las colonias. Tenemos el caso de Colonia Galland, ubicada sobre la Ruta N* 1; como se sabe, muchas veces se 
solicitan estas áreas por el valor de su ubicación estratégica para instalaciones logísticas o industriales. Me 
pregunto por qué no debería ser el Instituto el que definiera qué hacer con esas áreas; se las podría vender y 
comprar una estancia en otro lado y agregar más gente al emprendimiento. 


Hemos planteado estos temas en el Directorio -no tengo claro si esto figura en las actas-, que son los que nos 
aquejan y con los que nos encontramos en este poco tiempo que llevamos en el Instituto. Siendo estudiante 
de agronomía hice una pasantía en una colonia del Instituto y en ese entonces me encontraba con un 
problema grave que, lamentablemente, hoy sigo viendo: el tamaño de las fracciones que manejan muchos 
productores, que hace que sean casi inviables. Quizás algunas gestiones y proyectos que ha llevado adelante 
el Instituto, como por ejemplo los campos de recría en el área lechera y en el área ganadera, sean una forma 
de salvar estos problemas de tamaño de algunos productores que, de lo contrario, estarían condenados a 
desaparecer o a vivir en condiciones infrahumanas. 


Creo que estos comentarios, más algunas otras cosas, refieren a lo que hemos podido hacer en este tiempo, ya 
que nos encontramos abocados, más que nada, a apuntar a una mejora total de la gestión del Instituto, puesto 
que nos topamos con problemas básicos como, por ejemplo, dificultades informáticas en la contabilidad de 
las cuentas de los colonos. Creo que todos compartimos que en el 99% de los casos de endeudamiento de 
colonos, que no dieron una respuesta -¡vaya si el Instituto es blando para negociar y transar!-, el Instituto 
termina, lamentablemente, retirándolos del predio y esos montos adeudados son echados a pérdida. 


Por otra parte, otro logro de este Directorio fue establecer pautas claras desde enero a la fecha en los 
procedimientos de cobro para todos los colonos, para que todos sean tratados por igual, facilitando cualquier 
acción que el Instituto pudiera tomar en el futuro. 


SEÑOR SELLANES.- El ingeniero agrónomo Cal decía que en el caso de la Colonia Galland se había 
llamado a licitación para otorgar una o dos parcelas; supongo que el mecanismo de la licitación está previsto 
en la ley. Quiero saber si a la hora de adjudicar la licitación se toma en cuenta el perfil del colono. Pregunto 
esto porque se me ha informado -no sé si correctamente- que dicha fracción fue adjudicada a un señor 
llamado Daniel Branáa, contra quien no tengo nada, pero le veo poco perfil de colono. 


SEÑOR CAL.- Agradezco al señor Diputado Sellanes por haber tocado este tema, que es fantástico. 


No estábamos en el Directorio en esa oportunidad; no quiero sacarme el sayo, pero conviene aclararlo. En la 
Colonia Galland sucedió lo mismo que en la Colonia Victoriano Suárez, es decir, se desafectó la fracción de 
UTU para que se vendiera en remate público. Tanto en el caso de la fracción 27 de la Colonia Victoriano 
Suárez, desafectada por el Instituto el 28 de diciembre de 1994 para realizar una licitación pública, como en 
el de la fracción 4, también desafectada en 1991 para que fuera concedida en licitación pública, no se toma en 
cuenta quien la compra y, seguramente, el motivo de estos llamados a licitación pública fue una necesidad 
financiera del Instituto. En definitiva, se trata de quien ofrezca más. 


Voy a mencionar algo que se da habitualmente, que termina siendo una ficción.. Cuando un colono 
propietario solicita autorización al Instituto para vender su fracción, en el 98% o el 99% de los casos, quien la 
compra no reúne la condición de colono. Digo esto porque, de acuerdo a las condiciones que marca la ley, no 
creo que ningún aspirante a colono tenga US$ 40.000, US$ 80.000 o US$ 100.000 para comprar una 
fracción. Entonces, lo que está haciendo el Instituto, en definitiva, es una ficción, autorizando al colono a 
vender su fracción a la persona con la que cerró el negocio. Esto lo tenemos que tener claro; no lo podemos 
dejar de lado. Una vez que el colono llega a ser propietario de la fracción, la única relación que tiene con el 
Instituto en cuanto a la afectación de la fracción es la de pedir autorización para la venta o la subdivisión. 
Luego de esto, su relación con el Instituto no pasa por ningún otro parámetro. 


Tal vez esto es parte del proceso natural de la colonización, que debe ser dinámico y no estático. Actualmente 
hay colonias con más de sesenta años donde la totalidad de los colonos de generaciones anteriores han 


adquirido las fracciones. Entonces, tener afectadas estas colonias solo significa un costo para el Instituto 
porque cada tanto hay que realizar algún informe, el regional debe visitar las parcelas para ver en qué estado 
están, pero nada más. Nosotros vemos la colonización como un proceso productivo, económico y social, pero 
que tiene sus etapas, y llega un momento en que adquiere tal madurez que debe seguir corriendo por una vía 
libre, sin estar atada. 


Necesariamente, tengo que hacer nuevamente referencia a las resoluciones. Respeto mucho la posición del 
señor Diputado Agazzi, pero lamento no compartir su criterio en cuanto a que estas resoluciones son ilegales. 
Estas resoluciones se amparan en el artículo 70 de la ley: razones de equidad. Creo que estas razones de 
equidad que se aplicaron en el año 2001 para la Colonia Galland son aplicables también para este caso. Si, en 
definitiva, la UTU y el Instituto se vieron beneficiados por desafectaciones para obtener recursos financieros 
y conseguir más valor por esas fracciones desafectadas ¿por qué las fracciones que ya han tenido varios 
propietarios no pueden ser desafectadas? 


Con respecto a este tema hay algo que no mencioné. Hablamos de la Colonia Victoriano Suárez, donde el 
promedio del valor de la tierra está en el entorno de los US$ 5.000, de acuerdo al informe de los técnicos del 
Instituto. En la ecuación productiva, ¿qué proyecto productivo, agrícola, hortifrutícola o ganadero se puede 
sostener hoy con esos valores del factor tierra? Creo que es claro que ninguno y que hay que buscar otras 
alternativas. 


SEÑOR PICA.- Creo que el 90% de los argumentos esgrimidos por el señor Diputado Agazzi con respecto al 
organismo son compartibles, pero quisiera hacer dos o tres puntualizaciones que son importantes. 


El señor Diputado Agazzi preguntó: "¿Qué han hecho o están en vías de hacer ustedes? Nosotros ingresamos 
al organismo el 16 de mayo de 2001, a una semana de explotar la fiebre aftosa. En ese momento, 
indudablemente, las dificultades financieras eran enormes. Inclusive, se tenía un endeudamiento con el Banco 
de la República de aproximadamente $ 23:000.000 desde 1996, que generaban un interés insostenible que 
estaba en el entorno de los $ 22.000 por día. Estamos hablando de un organismo que, lamentablemente, está 
en la categorización pública -no sé por qué- de grado C. Entonces, frente a un endeudamiento con el Banco 
de la República, con el Banco de Seguros, con el Banco de Previsión Social y algunos proveedores como 
ANCAP, era muy difícil seguir adelante teniendo en cuenta, además, el problema de la aftosa. Entonces, se 
generó una situación tan complicada para el organismo que, junto al otro compañero nacionalista -no quiero 
ser dogmático, pero en aquel momento era difícil consensuar con el resto de los compañeros, pertenecientes 
al Gobierno, porque obviamente tenían una visión diferente-, empezamos a trabajar en lo que denominamos 
un Plan de Equilibrio. Empezamos a trabajar en este plan con un grupo de técnicos para tratar de que el barco 
no se fuera a pique ya que en aquel momento habíamos llegado al punto de no saber si se cobraban los 
sueldos a fin de mes. 


A través de ese trabajo se pudieron hacer algunos ahorros importantes y tomar decisiones trascendentes, tal 
como ocurrió con los vehículos. El organismo tenía una dotación de vehículos absolutamente innecesaria y 
que gastaban mucho. También se tomaron decisiones anteriores, inclusive, a la llegada del mensaje que el 
Poder Ejecutivo envía a todos los entes; este organismo se movió motu proprio antes de esa fecha. 


El Instituto, como ente autónomo no tiene las dotaciones que reciben otros entes en cuanto al sueldo de los 
Directores y a las partidas de Secretaría. En otros organismos estas partidas son voluminosas, pero en el 
nuestro diría que son insuficientes. El ahorro no estaba referido a estos aspectos pero, de todos modos, se 
debía buscar la forma de realizar un ahorro inmediato porque en ese momento podíamos pasar a la historia 
por ser los últimos administradores de este organismo. 


Ese Plan de Equilibrio trajo, entre otras cosas, algo que para mí fue básico, como la gestión de cobro. 
Tuvimos la suerte de que un avezado funcionario del organismo -con quien mantuvimos un diálogo muy 
positivo y luego hicimos bajar al Directorio-, encargado de Cuenta de Colonos, pudiera proporcionarnos en 
forma bastante rápida los datos reales de lo que pasaba en el organismo, es decir, quiénes eran los muy malos, 
quiénes los malos, quiénes los regulares y quiénes los buenos pagadores. 


Eso resultaba fundamental porque nos permitía, mediante un estudio de franjas, saber cuál era la gente que 
estaba especulando con la sociedad uruguaya y quiénes, en virtud de otros factores -la aftosa, la sequía, 
etcétera-, estaban con dificultades. Había una franja de 123 colonos que no pagaban la renta desde hace más 


de diez años. Después había distintas categorías en las que deudas de cuatro, cinco, seis o siete años eran 
moneda corriente. En lo personal yo me rebelé desde el primer momento contra esa situación. 


Ese plan de equlibrio, con una gestión de cobro adecuada -el encargado de la sección, a pedido nuestro baja 
al Directorio y plantea a todo el cuerpo cuáles podían ser los caminos-, trae como consecuencia una 
recuperación en términos casi que inmediatos y, sobre todo, hace justicia y permite focalizar concretamente 
quiénes estaban especulando, quiénes eran bandidos y quiénes tenían dificultades reales. 


Ese dragón -como yo lo denominé- que era el Banco de la República con esos $ 22:000.000 que desde el año 
1996 estaban comiendo al organismo más de $ 20.000 por día de interés, lo logramos abatir alrededor del año 
2003. A pesar de la caída del sistema financiero, logramos derrotar al dragón. Y el organismo comienza a 
recuperarse financieramente, por supuesto que lejos de poder cumplir con una de las finalidades esenciales de 
la ley que es comprar tierra y después radicar colonos. Soñar con eso, en esa etapa, no se podía. Recién 
ahora, en este escenario que estamos transitando, que nos encuentra con una situación financiera favorable, 
no podemos decir que vayamos a tirar cohetes, pero sí que este es un organismo autosuficiente. El Gobierno 
no lo asiste ni se le pide que lo haga. 


Recién en este escenario, entonces, podemos empezar a pensar en cumplir con las pautas de colonización que 
establece la Ley N* 11.029. 


No me saco la responsabilidad, pero debo decir que nosotros vivimos horas muy duras. El propio señor 
Presidente de la República dijo que cerraba este organismo. El señor Diputado sabe que se formó una 
comisión paralela para estudiar la posibilidad de lograr la sobrevivencia del organismo, que estuvo sumergido 
y enfrentado a una decisión del Gobierno de liquidarlo. Hoy no solamente está en condiciones de salir al 
mercado para comprar tierras y readecuar colonos, sino que además puede cumplir con las otras pautas 
esenciales para que los técnicos del organismo estén atrás de la producción, en los lugares donde debe estar la 
fuerza de este organismo. 


El futuro lo va a determinar. En las manos del Poder Legislativo, básicamente, flexibilizando algunas normas, 
readecuando al siglo actual los cometidos de este organismo, me da la sensación de que por ahí va a estar el 
gran desafío de este país. Llegará el día en que el Instituto Nacional de Colonización sea para quienes vengan 
a administrarlo un motivo hasta de jerarquía social, puesto que en este país ustedes saben que es más 
importante vender combustible, electricidad o cemento de pórtland, porque son mucho más importantes 
quienes dirigen estas empresas que quienes hemos tenido que estar viviendo una experiencia de vida que yo 
rescato como muy linda, pero que ha sido muy dura desde los comienzos. 


Hoy podemos decir al Poder Ejecutivo que hemos cumplido con una buena administración, que no hemos 
hecho amiguismo. Lamentablemente, creo que en Administraciones anteriores debe haber operado el 
amiguismo y en algunas circunstancias negligencias -tal vez fueran épocas de vacas gordas-, así como 
omisiones, etcétera. Pero en esta crisis que nos ha tocado a nosotros tenemos la tranquilidad de conciencia de 
haber hecho lo posible y a veces un poco más, porque realmente veíamos que esta estructura se nos venía al 
suelo. 


El futuro -como decía el señor Diputado- va a decir cuáles son las cosas que habrá que determinar. Alguna 
gente querrá seguir forestando y otros pensamos distinto. En lo personal pienso que el colono debería tener 
una relación de propiedad con la tierra. Después de veinticinco años de ser promitente comprador 
necesariamente él y su familia deben tener, legítimamente, acceso a la titularidad. Hay compañeros que 
piensan que el arrendamiento es lo mejor y que puede prolongarse veinte, treinta o cuarenta años. 


SEÑOR FALCONE.- Se nos preguntaba qué cambios estábamos proponiendo nosotros desde el Instituto. 


Algo ya dije pero voy a agregar otras cosas, dado que me he encontrado con alguna situación en el Instituto 
que ustedes conocen mejor que yo. Evidentemente, la estructura de edades del Instituto nos está generando 
problemáticas en lo que tiene que ver con el trabajo específico en materia forestal y en lo que respecta a la 
asistencia a las Colonias. Muchos funcionarios están llegando al grado de retiro y muchos otros ya no están 
más en el Instituto. Esto nos ha hecho pensar en la necesidad de recurrir a pasantías y convenios, en temas de 
comunicación y organización del propio Instituto, que merece ser mejorado en ese sentido, y en lo que tiene 
que ver con la inserción de estudiantes o egresados de agronomía, para trabajar en las distintas áreas que lo 


requieran. Creemos en una asistencia, en especial en aquellos sectores en los que encontramos problemas, 
tanto productivos como de pago. 


Dado que se nos ha dado la oportunidad de correr la cancha, la estamos corriendo desde el principio, con 
total dedicación. Permítanme sentirme indignado en muchos casos -no por parte de ustedes- por algunos 
dichos en la prensa cuando recién habíamos ingresado al Instituto, en el mes de enero, con una dedicación 
total que inclusive me llevó a padecer problemas cardíacos. Me indigno porque en la mañana, cuando 
llegamos con los compañeros Directores, nos encontramos con los serenos de la mañana y cuando nos 
retiramos nos encontramos con los serenos de la noche. Créaseme que, en muchos casos, no es la misma 
dedicación la que tienen muchas personas que están más abocadas a escribir artículos que a trabajar por el 
Instituto. Creo que todos debemos dedicarnos totalmente a trabajar por esto, porque parto de la base de que 
ustedes, en esta charla, están trabajando junto a nosotros para la mejora del organismo. 


SEÑOR MACHADO.- Realmente, esta Comisión ha tenido un trabajo largo e intenso acerca de la 
colonización. Quiero saber qué pasos darán frente a la resolución del señor Presidente de la República y qué 
caminos ven viables para que, por ejemplo en un caso tan claro como la Colonia "Victoriano Suárez", la 
desafectación global permita que algo que puede ser de gran rédito para particulares sea de gran rédito para el 
Instituto en su conjunto. 


SEÑOR CAL.- Antes de responder al señor Diputado Machado quiero aprovechar para pasar un par de 
mensajes. 


El Instituto hoy está negociando con el Banco de la República la compra de un campo de 530 hectáreas en el 
departamento de Salto. La idea es destinarlo para un pequeño grupo de productores ganaderos del norte, que 
integran el PRONADEGA. Tenemos la firme convicción que en el segundo semestre de este año vamos a 
estar en condiciones de comprar otro campo más, volviendo a lo que fue la práctica del Instituto hace décadas 
atrás, haciendo la colonización dinámica y no estática, como a veces se consigue. 


Hemos comentado con los compañeros que tenemos una seria preocupación en cuanto a las colonias 
tamberas del sur del país, que fueron fraccionadas hace varias décadas atrás, cuando la escala productiva era 
muy distinta a la actual. Tenemos tambos de 20 y 30 hectáreas y los colonos están pidiendo la ampliación de 
área a gritos, porque el riesgo de desaparecer como productores es inminente. 


Con relación a lo que planteaba el señor Diputado Machado, nosotros tampoco hemos recibido oficialmente 
la resolución de la Presidencia de la República. Esperamos recibirla por la vía que corresponde para 
estudiarla y actuar en consecuencia. Estoy contestando a título personal. 


SEÑOR MACHADO.- Pensé que estaban en conocimiento, porque me acercaron una copia. 


De todas formas, aprovecho la oportunidad para decir que nosotros suscribimos plenamente -además, 
trabajamos en ese tema- el proyecto que presentó el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en el 
seminario que se realizó en el Salón de los Pasos Perdidos. Compartimos el mismo criterio sobre el futuro de 
Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa resolución llegó a nuestras manos y fue repartida. Los señores Directores 
aclararon que no la han recibido, pero que están en conocimiento de la misma. 


SEÑOR CAL.- Nos enteramos ayer de esta resolución porque estaba en la cartelera del gremio. Con relación 
a la Colonia Victoriano Suárez -esta es una opinión totalmente personal-, la alternativa que hay que buscar es 
la reubicación de los diez colonos arrendatarios que quedan en la misma. En primer lugar, porque los suelos 
no son los más aptos para desarrollar cultivos hortifrutícolas. En segundo término, por las razones que 
expliqué acá en Sala cuando analizamos cada una de esas fracciones. Una vez reubicados esos colonos, esas 
diez fracciones que son propiedad del Instituto, habría que desafectarlas y venderlas en licitación pública 
porque ello permitiría un monto de dinero que estaríamos multiplicando por 10 o por 20 en relación a la 
superficie que se pudiera adquirir en otra parte del país. Acá estamos hablando de valores en el entorno de 
US$ 5.000 la hectárea. Estimen lo que podría recaudar el Instituto en esas condiciones. 


SEÑOR FALCONE.- Reitero que la resolución del Poder Ejecutivo la conocemos en forma no oficial; 
reconocemos la firma del Ministro interino y del Presidente de la República. Conocimos esa resolución a 


través de la cartelera y porque se volanteó dentro del Instituto. Las opciones son claras: o se acata o se 
renuncia. La pregunta que me hago es si no vale la pena seguir trabajando con todo el esfuerzo que hacemos, 
que hemos hecho y con las cosas que nos hemos planteado de futuro en el Instituto. Esto lo dije en un 


principio y lo aclararé cuanto llegue la resolución en forma oficial. Además, ya se lo hice saber al Presidente 
de la República y al ingeniero Cal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


